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      SALA LABORAL

           PEREIRA - RISARALDA




Demandante: María Lilia Henao Aguirre.



Demandado: Instituto de Seguros Sociales. 



-------------------------------------------------------------------------



MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Risaralda, diciembre doce [12] de dos mil ocho [2.008]. 






Acta Nº 0182 de diciembre 12 de 2.008.
Cuando son las diez de la mañana [10:00 a.m.] de esta fecha, los magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de esta Corporación, excepto el doctor Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de los procesos en que fuera parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del instituto demandado contra la sentencia de septiembre 05 de 2.008, proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario propuesto por María Lilia Henao Aguirre contra el Instituto de Seguros Sociales.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,




SENTENCIA
La actora, mediante apoderado judicial, demandó del Instituto de Seguros Sociales el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente causada por el fallecimiento de su cónyuge Alejandro Rodríguez Quintero, a partir del veintitrés (23) de enero de 2.004, fecha de su deceso, con sus correspondientes aumentos legales, las mesadas adicionales, intereses moratorios y costas.

Apoya sus pretensiones en los siguientes, 



1. HECHOS DE LA DEMANDA
Alejandro Rodríguez Quintero falleció el 23 de enero de 2.004, fecha para la cual se era afiliado al sistema general de pensiones del Instituto de Seguros Sociales, él y la actora  contrajeron matrimonio el 17 de diciembre de 1977, conviviendo juntos, desde ese día de manera ininterrumpida y bajo el mismo techo hasta el fallecimiento del último de ellos. La señora Henao Aguirre, en su calidad de cónyuge supérstite solicitó ante el demandado el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, siéndole negada por Resolución N° 001711 de 26 de abril de 2.004, bajo el argumento que el afiliado no cotizó el número de semanas necesarias para poder acceder a dicha prestación.


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN


El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira admitió la demanda el 29 de noviembre de 2.007 [fl. 29] y dispuso correrle traslado a la demandada que, dentro del término contestó [fl. 18], aceptando únicamente que la demandante y el señor Alejandro Rodríguez Quintero contrajeron matrimonio y que procrearon tres hijos; en cuanto a los hechos restantes, manifestó que no le constan y que deben ser probados en el proceso. Se opuso a las pretensiones y excepcionó “Prescripción”, “Inexistencia del derecho” y la “Genérica”.

Ante la falta de ánimo conciliatorio en la demandada, se declaró fracasada dicha etapa [fl. 39]; se dio traslado de las excepciones, no hubo medidas de saneamiento qué definir, se fijó el litigio y en la primera de trámite se decretaron las pruebas pedidas por las partes, las que se evacuaron en lo posible.


3. JUZGAMIENTO
El juzgador de primera instancia dictó sentencia [fls. 96 y s.s.] declarando la calidad de cónyuge supérstite de la demandante, reconociéndole la pensión de sobrevivientes con fundamento en la ley 100 de 1996 (sic), luego de  aplicar el principio de favorabilidad, y condenó en costas a la parte demandada.


4. RECURSO DE APELACIÓN

Se alzó en apelación la entidad demandada en contra de la sentencia condenatoria [fls. 106], aduciendo que el señor Alejandro Rodríguez, al momento de su fallecimiento no alcanzó a cotizar lo necesario para tener de suficiente la fidelidad al sistema, ya que necesitaba haber cotizado el 20% entre el momento en que cumplió 20 años de edad y su fallecimiento. Manifiesta finalmente que, la demandante debió haber presentado una nueva reclamación administrativa antes de demandar porque la reclamación sólo interrumpe la prescripción por un término de tres años y la reclamación se realizó el 8 de marzo de 2004, mientras la demanda de presentó el 29 de noviembre de 2007.
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 40 de la Ley 712 de 2.001, que modificó el 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, dando a las partes término común para presentar sus alegaciones y solicitar pruebas, lapso durante el cual la apoderada de la parte actora presentó escrito visible a folios 6 y s.s. del cuaderno dos. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que amerite declaratoria de nulidad. Por ello se procede a revisar lo decidido, conforme con las siguientes, 
 

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
Probado el fallecimiento del señor Alejandro Rodríguez Quintero y la calidad de cónyuge supérstite de la actora, de acuerdo con la Resolución 001711 de 2004 [fl. 13], el debate en sede de instancia se circunscribe a verificar cuál es la norma legal que rige la situación particular del causante, y si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de sobrevivientes deprecada por su cónyuge.
La norma aplicable al caso controvertido es la Ley 100 de 1993, con las modificaciones pertinentes de la  Ley 797 de 2003, que era la vigente al momento de suceder la muerte de Alejandro Rodríguez Quintero el 23 de enero de 2.004, según manifestación realizada por la actora en el hecho 3 de la demanda y corroborado con el contenido del registro de defunción, remitido por la misma demandada y que reposa a folio 78 del expediente.
El artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el 12 de la Ley 797 de 2003, establece como requisitos en el caso concreto para acceder a la pensión de sobrevivientes 50 semanas de cotización dentro de los tres años inmediatamente anteriores al fallecimiento y que tales aportes representen el 20% -Sentencia C-1094 de 2003- entre el momento de haber cumplido 20 años de edad y la fecha del fallecimiento.

Desde ese punto de vista no tendría derecho la actora al reconocimiento de pensión alguna, en tanto pese a cumplir con el requisito de las cincuenta semanas cotizadas en los últimos tres años anteriores a su deceso, el causante hasta la fecha del fallecimiento sólo contaba con un porcentaje del 14.92% [fl. 13] de fidelidad al sistema.
No obstante, a juicio del a quo al caso le es aplicable el principio de favorabilidad, en el sentido de que son menos exigentes los requisitos consagrados en el artículo o 46 original de  la  Ley 100 para la concesión de la pensión de sobrevivientes, los cuales reúne a cabalidad. En realidad, no  es pertinente la invocación del principio de favorabilidad, en el sentido de que éste supone la vigencia de 2 normas, una de las cuales debe ser acogida por el intérprete  en virtud de su contenido más benigno o garantista. Si lo que quiso el juez de primera instancia fue aludir al principio de condición beneficiosa, en sentencia de septiembre 2 de 2008 (Rad.32765), la  Sala laboral de la Corte Suprema de Justicia fijó su posición sobre el aludido principio, dando al mismo un alcance más restringido que en otras ocasiones, bajo el supuesto del  necesario equilibrio económico del sistema de seguridad  social, de cara al presente y al futuro. En lo pertinente manifestó la alta corporación, aunque refiriéndose a una pensión de invalidez:
“La deliberada voluntad del legislador en las reformas introducidas al  sistema pensional con las leyes 797 y 860 de 2003, propenden por asegurar un equilibrio financiero, de manera que los niveles de protección que hoy se ofrezcan, se puedan mantener a largo plazo.

Por lo demás, no hay lugar al principio de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1º de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original.  En efecto el principio de condición m{as beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones (150 semanas de cotización dentro de los  6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o 300semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6º del Acuerdo 049 de 1990  del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última  traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior.
Sin embargo, esta no es la situación  que surge en el evento de la ley 860 de de 2003 frente al artículo 39 original  en la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición”.  (Negrillas de la Sala).
El criterio expuesto por la Corte Suprema de Justicia es perfectamente aplicable a caso de marras, en tanto que la  Ley 797 de 2003 en cuya vigencia falleció el señor  ALEJANDRO RODRÍGUEZ QUINTERO exige mayores requisitos en relación con el artículo 46 de la ley 100, consistentes en 50 semanas de cotización durante los últimos 3 años y una fidelidad del 25% y 20% en caso de  muerte por enfermedad y por accidente, respectivamente, en el tiempo transcurrido entre el cumplimiento de los 20 años de edad y el fallecimiento. Debía entonces acompasarse la decisión con la jurisprudencia citada que, como ya se dijo, interpreta la voluntad del legislador de preservar el principio de sostenibilidad del Sistema de Seguridad Social, teniendo en cuanta además que los requisitos para pensión de sobrevivientes   fueron aumentados en la Ley 797 de 2003. La decisión que aquí se adopta deja abierta la puerta para la invocación del principio de condición beneficiosa cuando el cambio legislativo hace menos rígidos los plurimentados requisitos, y la persona haya satisfecho los más exigentes contemplados en legislación anterior.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley REVOCA la sentencia apelada, incluyendo la condena en costas en favor de la demandante. En su lugar dispone costas en favor de la demandada en cuantía del 50%.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA



FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES



LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria.
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